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DESCRIPCIÓN: En las siguientes páginas se presenta si Colombia es realmente 
un Estado Social de Derecho, tal y como esta expresado en el artículo 1º de la 
Constitución Política en donde se garantiza un Estado democrático, constitucional 
y para el pueblo, cumpliendo con todos los presupuestos, garantizando los 
derechos fundamentales, procurando un Estado bienestar ó seguimos siendo el 
Estado de Derecho de la Constitución de 1886, donde el pueblo estaba sometido a 
las leyes, donde el Estado hallaba su razón de ser en la norma; donde todo queda 
supeditado al orden jurídico que se aplica en la realidad por medio de las 
entidades del  gobierno, generando de este modo un clima de respeto total del ser 
humano y del orden público 
 
 
METODOLOGÍA: Se utilizó una metodología analítica, interpretativa y crítica sobre 
el Análisis socio-jurídico del Estado Social de Derecho: un principio que 




Debemos iniciar diciendo que Colombia sí es un Estado Social de Derecho que 
con el cambio de Constitución, pasamos de una carta fundamental (1886) en la 
cual predominaba la ley como herramienta de interpretación de derecho, a una 
(1991) en la cual el modelo de Estado Social de Derecho, integra los principios y 
valores constitucionales como instrumento de interpretación y aplicación de la ley, 
que permiten la garantía y el goce efectivo de los derechos sociales. 
 
El incluir el concepto de “dignidad humana” se convirtió en principio fundante del 
Estado Social de Derecho y del ordenamiento constitucional, de tal manera que 
la persona se constituye en un fin para el Estado.  
 
Así mismo, el reconocer como derecho fundamental el mínimo vital ha sido para el 
país y en general para los derechos, una ganancia incomparable en términos 
jurídicos y sociales, el cual se deriva directamente del Estado Social de Derecho y 
se encuentra relacionado estrechamente con la dignidad humana 
 
Sin embargo, y a pesar de lo mencionado anteriormente, también debemos decir, 
que muy distante a las sentencias de la Corte Constitucional, los derechos 































































sociales no se cumplen o no son garantizados a cabalidad para todos los 
individuos, ciudadanos y habitantes de Colombia, por las limitantes 
gubernamentales que se tienen, en base a la categoría del municipio, 
presupuesto, intereses políticos, corrupción estatal, entre otros. 
 
El goce efectivo de los derechos, debería ser garantizado con programas de 
Estado y no de gobierno que están sujetos a planes de desarrollo del gobernante 
de turno; lo cual  le pueda significar a los ciudadanos sistemas reales y efectivos 
de protección social, educación publica, vivienda, trabajo.  
 
Consciente de ello, es que la misma Corte Constitucional ha declarado también en 
sus sentencias, varios estados de cosas inconstitucionales en tema como la 
población recluida en las cárceles, colpensiones o el tema de actualidad y 
coyuntura política como lo son las personas víctimas del conflicto armado, 
desplazadas por la violencia.  
 
Si nos remitimos a lo anterior, podríamos decir que Colombia no es realmente un 
Estado Social de Derecho, porque se rehúsa a solucionar los defectos 
estructurales del Estado y se concentra en mantener las condiciones mínimas de 
supervivencia más no la mejora de la calidad de vida. 
 
Y aunque es una utopía pensar en ello, la mejor manera de que el Estado cumpla 
con su deber constitucional de garantizar y proteger los derechos sociales, es 
realizar una verdadera coordinación entre lo judicial (Corte Constitucional), 
administrativo (Estado – Nación, Departamentos y Municipios) y político (voluntad, 
disposición, ética) para eliminar la vulneración o la amenaza por la omisión o 
inactividad del órgano que ostenta la voluntad política Estado. 
 
Finalmente, es importante decir que en el Estado Social de Derecho, las normas 
no son superiores a la realidad sino que es la realidad la que orienta la elaboración 
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